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Resumen 
 
La presente investigación se propone estudiar la configuración del feminicidio como delito 
autónomo en Colombia. Para esto se realizará un recorrido por los diferentes discursos que 
existen sobre la mujer y lo femenino, así como también un análisis del contexto al que 
corresponden; y como la normatividad ha cambiado con el fin de garantizar un control 
efectivo sobre este delito.  
Palabras Clave. Mujer, feminidad, feminicidio, víctima, victimología, comentario 
jurisprudencial 
 
 
Abstract 
 
The present investigation study the configuration of feminicide as an autonomous crime in 
Colombia. For this, a tour will be made of the different discourses that exist about women 
and the feminine, as well as an analysis of the context to which they correspond; and how the 
regulations have changed in order to guarantee effective control over this crime. 
Keywords. Female, femininity, femicide, victim, victimology, jurisprudential commentary. 
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FEMINICIDIO Y VIOLENCIA FEMINICIDA EN COLOMBIA. ANÁLISIS 
EMPÍRICO Y COMENTARIO JURISPRUDENCIAL DESDE UNA PERSPECTIVA 
VICTIMINOLÓGICA 
En la sociedad colombiana las formas de relacionarse desde y con lo femenino y la 
feminidad se han configurado como antagónicas a la masculinidad, que podría pensarse de 
carácter estatal y falocéntrica. Esto se da como resultado del devenir de los últimos doscientos 
años de historia poscolonial del país, que han sido marcados por dos condiciones que han 
configurado a la sociedad;  en primer lugar se encuentran las profundas desigualdades 
sociales que desencadenaron en el nacimiento y prolongación de la violencia; en segunda 
medida está el desarrollo de una formación social que se caracteriza por ser cristiana doctrinal 
y legalista basada en escrituras bíblicas que de principio a fin presentan a la mujer como un 
ente sucedáneo, derivado y sujeto a la figura masculina. 
Esto se puede evidenciar a través de una observación básica en la que se puede 
identificar como las mujeres y las niñas suelen llevar cargas más pesadas solo a causa de su 
género. Así las cosas, la conjunción de violencia y machismo institucionalizado devienen en 
un sujeto femenino vulnerable, victimizable e invisible (o invisibilizado) que reclama una 
protección especial en lo que a ejercicio de sus derechos y acceso a la justicia refiere. 
El Derecho como ciencia o como herramienta en medio de su relación simbiótica con 
las ciencias sociales, se configura como la vía idónea y responsiva a la necesidad de 
trascender las figuras lingüísticas en mecanismos de apoyo, protección y visibilización 
acordes a la resignificación de la mujer en la modernidad y posmodernidad.  
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Es importante resaltar en este escenario que cuando todas las manifestaciones de 
violencia dentro de una sociedad se han masificado, se establece como “normal” que el 
conglomerado no se sorprenda ante ningún hecho por más atroz que este sea; lo que se traduce 
en una “aceptación” tácita de los actos violentos en el momento en que no se produce ninguna 
reacción por parte de la sociedad frente a ellos. El actuar despiadado de los hombres sobre 
las mujeres, se genera inmerso en un  imaginario legitimador, en virtud de que logran  
intimidar a la población, es decir, se convierte en una advertencia implícita en la acción 
violenta. 
No es descabellado pensar que la violencia que se ejerce sobre las mujeres en el contexto del 
conflicto “(…) es, a su vez, el reflejo de la desigualdad entre hombres y mujeres en áreas 
como la política, la calidad y permanencia a derechos como la salud, la educación, entre 
otras, en contextos diferentes al armando (…)” (Restrepo, 2007, pág. 6). 
Conceptos como el de violencia feminicida; y el conocer sus causas, estructura, así 
como examinar los instrumentos legales para evitarla y no olvidar a las víctimas y 
sobrevivientes, es parte de las obligaciones que tiene la sociedad para erradicar 
comportamientos misóginos que rompen el tejido social. En este mismo sentido deberá 
abordarse el feminicidio y las variaciones jurídicas e idiomáticas que se han tenido para llegar 
a él. 
Po ello el presente estudio se propone abordar las figuras del FEMINICIDIO Y LA 
VIOLENCIA FEMINICIDA a través del método Foucaultiano de la Arqueología, 
pretendiendo con esto abarcar las posibles implicaciones y tendencias que tendrían estas 
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figuras desde la criminología y victimología, entendiendo su arraigo y configuraciones en el 
imaginario atávico de la sociedad Colombiana; esto a través del comentario jurisprudencial 
de casos emblemáticos en los que convergen las características propias de la violencia basada 
en el género con circunstancias sociales, económicas y culturales que podría pensarse 
llegarían a trascender el componente femenino del tipo penal, hacia la configuración de 
sujetos emergentes dinámicos que demandan política criminal acorde. 
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ANDAMIAJE SOBRE EL GENERO LA VIOLENCIA Y LA REALIDAD SOCIAL 
 
 Signatura femenina en dependencia de la masculinidad  
 
Partiendo desde el análisis eminentemente lingüístico dentro del contexto del habla 
hispana, las definiciones oficiales de mujer dadas por la (Real Academia Española, 2001) 
parten de la conceptualización como “persona del sexo Femenino” “Que tiene cualidades 
consideradas femeninas por excelencia”. No obstante en cuanto a las definiciones 
consagradas en el texto, se encuentra que al aplicar características como público/a o de la 
calle  a los sujetos, la definición cambia radicalmente remitiendo al ejercicio de actividades 
impúdicas, inmorales o políticamente incorrectas como regla general, tanto así que de las 
expresiones encontradas al consultar la palabra mujer en la página web de la RAE, cuatro de 
ellas se relacionan directamente con el ejercicio de la prostitución tal y como se obser a 
continuación:  
En cuanto a la mujer: I. “mujer de la calle 1. f. mujer normal y corriente. 2. f. Prostituta 
que busca a sus clientes en la calle.” II. “mujer del partido 1. f. prostituta.” III. “mujer 
mundana 1. f. p. us. prostituta.” IV. “mujer pública 1. f. prostituta.” En cuanto al hombre: I. 
“hombre de la calle 1. m. Persona normal y corriente.” II. “hombre público 1. m. hombre que 
tiene presencia e influjo en la vida social.” (Ibidem) 
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La búsqueda de una definición de lo femenino plantea la necesidad de analizar la 
construcción del significado y representación de la mujer y lo femenino más allá de la mera 
cronología; exige identificar los discursos que de frente a lo femenino y la feminidad se han 
construido de forma concomitante con las condiciones históricas que han dado lugar a ello –
en desarrollo del enfoque metodológico propuesto para la presente investigación-. 
Así las cosas, es necesario abordar los conceptos “genero” y “relaciones de género” 
a partir de las distintas definiciones de hombre y mujer y sus correspondientes atributos de 
feminidad y masculinidad (Moore, 1991, p. 12)  
Dicha acción implica un análisis histórico y transversal del alcance que la categoría 
género pudiera tener, en procura de abarcar tanto la perspectiva del sujeto individual como 
la de identidad femenina. 
cendid Deberán adicionalmente pensarse las actividades públicas y políticas, “la 
propia actividad política es un concepto de género” -ya que establece su importancia- y el 
poder público, las razones y el hecho de su superior autoridad con la finalidad de excluir a 
las mujeres de su ámbito “El género es una de las referencias recurrentes por las que se ha 
concebido, legitimado y criticado el poder político. Se refiere al significado de la oposición 
varón/mujer, pero también lo establece” (Scott, 1996, p. 299). 
En este punto de análisis es pertinente abordar el  género como una categoría analítica; 
ello implica pensar un escenario donde se reconozca la diversidad en cuanto a la raza, el sexo 
y la clase, con el fin de identificar las posiciones que entienden que el género como sinónimo 
de biología femenina, mujer social, sino más que eso. “el sistema sexo/género, en su 
contextualización histórica y política, recrea una atmósfera que nos permite preguntarnos 
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sobre la génesis de asuntos como la opresión y las relaciones de parentesco” Es así como 
resulta imprescindible referirse al sistema sexo/género en el ámbito político, que en cuanto 
la asignación de roles a la mujer se constituye como un sistema de opresión hacia la misma 
logrando así que a lo largo de la vida, la mujer se vea relegada al espacio de la vida privada 
(el hogar) y restringida su participación en el espacio público (Garzón Ospina, 2014). 
 
El análisis del género puede también adelantarse como una construcción simbólica o 
como una relación social, análisis que puede llegar a determinar la explicación de los orígenes 
y de la naturaleza de la subordinación de la mujer.  
 
Hablar del género como construcción simbólica, o como una relación social implica 
realizar un análisis de los símbolos de género y de los estereotipos sexuales, es claro que 
existe gran cantidad de interpretaciones culturales de las categorías “hombre” y “mujer” de 
las cuales se deben tener en cuenta las interacciones en diferentes lugares y situaciones. 
(Moore, 1991, pp. 27-28).  
 
Cuando existe un mayor interés en la historia de las mujeres que de los hombres, no 
es posible concebir el significado de los sexos de los grupos de género “Nuestro propósito es 
descubrir el alcance de los roles sexuales y del simbolismo sexual en las diferentes sociedades 
y periodos, para encontrar qué significado tuvieron y cómo funcionaron para mantener el 
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orden social o para promover su cambio” (Zemon Davis, Womens history in transition: The 
european case, 1976, p. 264).  
 
Sin embargo, hay quienes manifiestan que no puede existir una distinción entre el 
género y el sexo toda vez que sexo resulta ser absorbido por el género, el género es la 
“organización social de la diferencia sexual” esto no implica que existan diferencias naturales 
e inmodificables entre el hombre y la mujer,  
Por tanto, el género es la organización social de la diferencia sexual, lo cual no 
significa que recoge unas diferencias naturales e inmutables entre el hombre y la 
mujer; por el contrario, el género sería aquel pensamiento que dota de significado a 
las diferencias anatómicas [...] Sólo podemos entender las diferencias sexuales como 
una función de nuestro pensamiento sobre el cuerpo, un pensamiento que nunca es 
puro, porque no se puede aislar de su relación con un amplio número de contextos 
discursivos (Scott, 1988: 2). 
 
(Garzón Ospina, 2014) se refiere respecto a la economía política del sexo expuesta 
por (Rubin, 1998) la cual se basa en un estudio sobre el sistema sexo/género, partiendo de la 
lectura y análisis de Strauss y Freud, esto, con la finalidad de explicar la utilidad de las 
mujeres para el capitalismo, utilidad que no debe apreciarse como el inicio de la opresión a 
la mujer puesto que “precisamente, el elemento histórico y social lo que determinaría que 
una esposa sea una de las necesidades del trabajador” (Ibidem).  
 
Dicho esto, se encuentra que confundir la categoría género con la de feminismo 
resulta erróneo, aunque común, no son determinantes no se relacionan en clave de taxonomía, 
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El género no es al feminismo lo que la clase al marxismo o la raza a la teoría 
poscolonial. En primer lugar, porque feminismos hay muchos, y porque sus alianzas 
con los análisis de qué es lo que determina la opresión de la mujer son muy variadas. 
El feminismo socialista siempre se ha ocupado de la cuestión de la clase, mientras 
que las feministas negras, por ejemplo, incluyen las configuraciones del 
imperialismo, la sexualidad, la feminidad y el racismo. En su amplitud y su 
pluralidad, los feminismos tratan de la complejidad y la textura de las 
configuraciones del poder relacionadas con la raza, la clase, la sexualidad, la edad, 
la fuerza física, etc., pero necesitan ser también el espacio político y teórico concreto 
en el que se nombra y se analiza la diferencia sexual como eje de poder que opera 
específicamente, sin concederle prioridad, exclusividad o predominio sobre otros, ni 
aislarlo Conceptualmente de las texturas de poder y resistencia al poder que 
constituyen lo social (Griselda Pollock 1996, 3-4) 
 
Se ha tomado entonces al género como el producto de construcciones sociales e 
incluso imposiciones de modelos de conducta derivado de características biológicas que a su 
vez parten de divisiones binarias que desconocen la pluralidad de condiciones que de la 
naturaleza se desprenden denominándolas alteraciones. 
Respalda esta exposición la postura de Simone de Beauvoir cuan plantea que la idea 
de la feminidad como creación social tuvo tal resonancia que se adoptó el término «género» 
para distinguir la «construcción» de la identidad femenina del sexo biológico de la mujer 
(Simone de Beauvoir, 2000). La feminidad es entonces producto de un proceso de 
aprendizaje continuo, impuesto y patriarcal. 
 
Por su parte Raewyn W. Connell, basado en sus investigaciones teóricas sobre 
relaciones de género analiza la construcción social de la masculinidad, considera útil el 
concepto de régimen de género del cual analiza los aspectos que operan a través de la cultura 
y no se constituyen como coercitivos del poder, este autor se plantea su hipótesis respecto a 
 
11 
fórmulas de acuerdo con satisfacción cultural, al igual que la estabilidad en las relaciones de 
género. 
 
 Se vincula entonces la formulación planteada por Ortner y Whitehead en 1981: 
Los aspectos naturales del género, y los procesos naturales del sexo y la 
reproducción, son sólo un telón de fondo, sugerente y ambiguo, de la organización 
cultural del género y la sexualidad. Qué es el género, qué es un hombre y qué es una 
mujer, que relaciones existen o deberían existir entre ellos’ [ ... ], estos interrogantes 
no sólo plantean a partir de los «hechos» biológicos reconocidos, sino que son 
también, y en gran parte, producto de procesos sociales y culturales (pág. 1). 
 
DE LA DISCRIMINACION, LA INDIFERENCIA Y LA HISTORIA. 
La discriminación contra la mujer encuentra su génesis desde muy tempranas horas 
en la historia de la humanidad. Los derechos de la mujer y del hombre en el Derecho Antiguo, 
implicaban situaciones indignas en las cuales el hombre gozaba de privilegios inaccesibles 
para las mujeres; privilegios que se mantuvieron en el tiempo durante largo tiempo,  al revisar 
los sistemas jurídicos actuales se denota que hasta hace muy poco la potestad marital estaba 
en cabeza del esposo así como también la patria potestad respecto a los hijos donde se excluía 
por completo el derecho de la madre, llegando al grado de que en algunas sociedades no solo 
era un derecho, sino un deber del marido el castigar a su mujer (Amezquita de Almedia, 1977, 
p. 9) 
Las primeras visibilizaciones del género femenino como sujeto público colectivo 
fueron realizadas por (Cady Stanton) en el año 1848 cuando reclamó en cuanto a la igualdad 
de derechos con el hombre en cuanto la participación en la corte, cuidado y custodia de los 
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hijos, uso y goce de la propiedad privada en Estados Unidos de Norteamérica. En su texto 
propuso una perspectiva crítica del por qué la mujer aparece dentro de los documentos 
bíblicos pese no ser realmente valorada; este texto dio inicio a lo que podría denominarse una 
avalancha de publicaciones de relatos bíblicos feministas.  En gracia de discusión se 
estudiaron libros del génesis en la Biblia judeocristiana, la autora cita el Libro primero de 
Moisés GÉNESIS Capítulo 1. 1.26, 28. “26 Entonces dijo Dios: Hagamos al hombre a 
nuestra imagen,1 Corintios 11. 7 conforme a nuestra imagen; y semejanza en los peces del 
mar, en las aves de los cielos, en las bestias, en toda la tierra, y en todo animal que se 
arrastra sobre la tierra. 27 Y creó Dios al hombre a su imagen, a imagen de Dios lo creó; 
varón y hembra los creó” 
 
“Aquí está el primer relato del historiador sagrado sobre el advenimiento de 
la mujer; Una creación simultánea de ambos sexos, a imagen de Dios. Es evidente 
por el lenguaje que hubo consulta en la Divinidad, y que los elementos masculino y 
femenino estaban igualmente representados. Scott en sus comentarios dice, "esta 
consulta de los dioses es el origen de la doctrina de la trinidad". Pero en lugar de 
tres personajes masculinos, como generalmente se representa, un Padre Celestial, 
Madre e Hijo parecen más racionales. El primer paso en la elevación de la mujer a 
su verdadera posición, como factor igual en el progreso humano, es el cultivo del 
sentimiento religioso respecto a su dignidad e igualdad, el reconocimiento por la 
generación ascendente de una Madre Celestial ideal a quien Sus oraciones deben ser 
dirigidas, así como a un Padre”. 
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Conocida por su seudónimo “Olympe de Gouges” la autora (Gouze, 1971), es una 
escritora francesa autora de la “Declaración de los Derechos de la Mujer y la Ciudadanía” en 
1971, documento que parafrasea la Declaración de Derechos del Hombre y del ciudadano 
estableciendo un primer referente de lo que sería un manejo discriminatorio de la mujer en 
las figuras literarias. Dentro de dicho texto analiza la asignación de cargos públicos a la 
mujer. La autora describe que el hombre y la mujer tienen las mismas cargas tributarias, por 
ende no hay asidero lógico para la diferencia en el acceso a dichas funciones, dicho esto es 
lógico que la mujer también “debe participar en la distribución de puestos, empleos, cargos, 
dignidades y otras actividades” (Literal XIII). 
 
 El 8 de marzo de 1857 es un suceso imprescindible en el trasegar del reconocimiento 
del rol de la mujer dentro de la sociedad; el avance la obra textil en la primera década del 
siglo 20 industrializó la labor por lo cual los horarios laborables se extendían hasta por 12 
horas al día; esto sin tener en cuenta la gran brecha salarial que existía entre hombres y 
mujeres. Las mujeres que prestaban sus servicios en la empresa textil Cotton de Nueva York 
decidieron manifestarse exigiendo una disminución en el horario laboral de 12 a 10 horas al 
día, nivelación de su salario para que este fuese equivalente al de un hombre, entre otras 
solicitudes, manifestación que resulto en el asesinato de 120 mujeres. 
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Mujer en Colombia. Limitaciones de género, capacidades limitadas y sujetos políticos. 
 
A comienzos del siglo XX en Colombia aparecieron las pioneras del feminismo, entre 
ellas podemos destacar a Clotilde García de Borrero y Georgina Fletcher, gracias a ellas; 
dentro del país se impulsó la ley 28 de 1932 con el fin de que la mujer pudiese tener derechos 
sobre sus propios bienes; toda vez que hasta antes de ese momento histórico, el marido era 
el administrador de dichos bienes. 
En el año 1933 se promulgó el decreto 1972 del 1 de diciembre de 1933 por medio 
del cual se le permitió a la Mujer Colombiana; al realizar una modificación a decretos que 
rezaban respecto a la enseñanza secundaria y normalista. 
En Colombia (Uribe Duran, 1963, p. 196) maestra, política y feminista sufragista, 
narra la lucha por los derechos de la mujer dentro de la Cámara de Representantes buscando 
que por medio de la (Ley 28, 1932) la mujer tuviese derecho sobre sus propios bienes, los 
cuales, hasta ese momento se encontraban únicamente a disposición del marido. Dentro de 
los debates llevados cabo, recuerda la autora las palabras del Representante Muñoz Obando 
quien manifiesta  
“A las mujeres les va a pasar con este proyecto lo mismo que al célebre cura 
de aldea que predicaba en un Viernes Santo levantando en su diestra un Cristo de 
cristal; hablaba el santo padre de las torturas y martirios del Redentor, y en un 
momento de arrebatada elocuencia abrió la mano lanzando al Cristo, que fue a 
estrellarse contra los ladrillos del templo causando tal conmoción en los sencillos 
campesinos, que una vieja le gritó deshecha en llanto: "Pero peor lo ha dejado su 
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paternidad". Lo mismo que al cura de mi cuento, dijo el orador, las mujeres 
colombianas están empeñadas en quebrar el cristal que las ampara y defiende; no 
saben que si este proyecto llegara a ser ley, quedarían a merced de todos los 
negociantes inescrupulosos, que se apoderarían de su fortuna que es el patrimonio 
de sus hijos. ¿Qué podrían hacer sin el esposo, gerente de la sociedad conyugal, que 
es la inteligencia y el brazo fuerte sobre el cual descansa el patrimonio familiar?”. 
 
En concordancia a las dinámicas inclusivas en Colombia, se promulgó la (Ley 28, 
1932) por medio de la cual se realizaron reformas civiles respecto al régimen patrimonial en 
el matrimonio. En el articulado se determina la independencia económica de los cónyuges 
respecto a de sus bienes y deudas, además la mujer; y su patrimonio dejan de hacer parte de 
los bienes de su esposo, dentro de la ley se dispone que la mujer tiene el derecho de 
comparecer libremente en juicio, sin necesidad de autorización marital o licencia de Juez.  
 
La legislación Colombiana fue avanzando con el fin de integrar a la mujer a la 
cotidianidad pública dándole así derechos que ella misma podía administrar sin necesidad de 
la aprobación de su esposo, ejemplo de esto es el (Decreto 1972, 1993) por medio del cual se 
modifican los decretos 1487 de 1932 y 227 de 1993 que se refieren a la enseñanza secundaria 
y normalista Por medio de este decreto se permite a la mujer la posibilidad de iniciar sus 
estudios universitarios; y, además, se abre la posibilidad de tener empleos remunerados; los 
cuales hasta ese momento sólo eran accesibles a los hombres, iniciando así, la oportunidad 
para que “las señoritas” accedieron a la educación Superior y Normalista.  
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El Congreso de Colombia por medio de la (Ley 45, 1936) realiza reformas civiles 
concediéndole a la madre el derecho de ejercer la patria potestad sobre sus hijos; al igual que 
el derecho de solicitar alimentos, y se crea un sistema por medio del cual se investiga la 
paternidad, su artículo primero indicaba que:  
“El hijo nacido de padres que al tiempo de la concepción no estaban casados 
entre sí, es hijo natural, cuando ha sido reconocido o declarado tal con arreglo a lo 
dispuesto en la presente Ley. También se tendrá esta calidad respecto de la madre 
soltera o viuda por el solo hecho del nacimiento” 
 
 Para 1945 el Congreso de la República promulga un acto con el fin de reformar la 
Constitución Nacional (Acto Legislativo Nº 1, 1945), a través de esta reforma de reconoce la 
mujer como ciudadana a partir de los 21 años de edad, no obstante, el derecho al sufragio y 
la oportunidad de ser elegida en un cargo público se reservó únicamente para los hombres; 
las mujeres tenían el derecho a ser nombradas; no obstante, no podían ser elegidas por medio 
del voto popular.  
 
 Posterior a esto, en el año 1957 por medio de se logró para las mujeres el derecho a 
ejercer el sufragio, dicho plebiscito en su artículo primero determinaba “Las mujeres tendrán 
los mismos derechos políticos que los varones”, de este modo, inicia para las mujeres su 
derecho a la participación activa en la democracia.  
 
17 
En la década de los 60 dentro del país se empiezan a incorporar las concepciones 
internacionales respecto al derecho al trabajo de las mujeres, por medio de la (Ley 54, 1962) 
se aprueban convenios internacionales ratificados del país, como consecuencia de lo anterior, 
se empieza a amparar la igualdad de derechos del hombre con la mujer en cuanto a la 
remuneración como contraprestación de una misma labor, sin importar el género.  
 
El Código Civil Colombiano también recibió modificaciones en cuanto a los derechos 
en cabeza de la mujer, modificaciones realizadas por el (Decreto 2820, 1974) sugieren la 
igualdad de derechos respecto a la patria potestad y los bienes de la sociedad conyugal tanto 
para el hombre como para la mujer.  
Para el año 1980 el Consejo Nacional para la Integración de la Mujer al Desarrollo, 
el cual se crea por medio del (Decreto 367, 1980), consejo que  “Consistió en el 
nombramiento de una profesional con el cargo de asesora del presidente” (Galeana, 1996). 
La comunidad internacional a su vez respalda normativamente la construcción de la 
mujer como sujeto de derechos y protección por parte del estado, con la ley (Ley 51, 1981) 
“Por medio de la cual se crea Aprueba la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer”, se determina que en Colombia se reafirma la 
igualdad de derechos entre el hombre y la mujer, reconociendo que la mujer continuaba 
siendo objeto de múltiples discriminaciones, acciones que son reprochables como violación 
de principios internacionales fundamentales a la igualdad y a la dignidad humana. 
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 Configura otro aporte significativo, la promulgación del (Decreto 999, 1988) “Por el 
cual se señala la competencia para las correcciones del registro del estado civil, se autoriza 
el cambio de nombre ante notario público, y se dictan otras disposiciones”, Por medio de 
este decreto se suprime la partícula “de” en el documento de identificación de la mujer; 
cédula de ciudadanía, lo cual indicaba pertenencia de la mujer a su esposo, el artículo 6; que 
modifica el artículo 94 de la ley 1260 de 1970 consagra “La mujer casada podrá proceder, 
por medio de escritura pública, a adicionar o suprimir el apellido del marido precedido de 
la preposición "de", en los casos en que ella lo hubiere adoptado o hubiere sido establecido 
por la ley”. 
La corte constitucional apoyada en el reconocimiento de Derechos a la mujer, a través 
de sus pronunciamientos jurisprudenciales, visibles en la (Sentencia T-494, 1992). Fija su 
trascendencia en el reconocimiento del trabajo doméstico como aportes a la sociedad de 
hecho. En dicha providencia se narra que el Tribunal Superior de Cali falló determinando 
que en una sociedad de hecho la mujer no realizó ningún tipo de aporte para la constitución 
de la sociedad y que los demandantes “se limitan a indicar que ésta colaboraba en las 
labores domésticas y que realizaba algunos oficios como lavar ropas y cuidar niños que le 
reportaban algún beneficio económico, pero no indican en que consistió el aporte a la 
sociedad” por lo cual la corte constitucional manifestó que 
“el sentenciador parece creer que los únicos aportes a una sociedad 
de hecho deben ser dinero o bienes relevantes en el mercado, con lo cual 
descarta de plano el denominado aporte de industria.  Seguramente por eso 
se abstuvo de considerar por un momento siquiera si el trabajo doméstico de 
la concubina tuvo o no significación económica suficiente para reconocerle, 
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con todas sus consecuencias, la calidad de socio” (…) “Es por eso 
precisamente que,  entidades oficiales tales como el DANE, se hallan hoy 
empeñadas en la tarea de corregir los índices tradicionales de progreso social 
y contabilizar dentro del PIB el valor producido por el trabajo doméstico y 
medir las jornadas reales de trabajo de las personas”.  
 
 Sumado a lo anterior, podemos observar otros antecedentes institucionales de equidad 
para la mujer como lo son la creación de la Consejería Presidencial para la Juventud, la Mujer 
y la Familia, entidad que tenía como finalidad dar cumplimiento a la Convención para la 
Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer además de otros 
compromisos adquiridos por Colombia de carácter internacional en búsqueda de promover 
el reconocimiento de los derechos de la mujer en Colombia. (Presidencia de la República, 
2014).  
 
 La (Ley 188, 1995) denominada Plan Nacional de Desarrollo e Inversiones 1995 – 
1998 crea programas y subprogramas del Gobierno Nacional para ejecutar en la vigencia 
antes mencionada, dentro de dichos programas se encuentra la creación de la Dirección 
Nacional para la Equidad de la Mujer, consecuencialmente a esto, algunos ministerios y 
entidades descentralizadas “crean instancias encargadas de promover la aplicación de las 
políticas dirigidas a las mujeres, muchas de las cuales no funcionan en la actualidad” 
(Ibidem).  
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 En junio del año 1999 por medio del (Decreto 1182, 1999), se modifica la estructura 
orgánica del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, lo que conllevó 
a la transformación de la conocida Dirección Nacional para la Equidad de las Mujeres para 
convertirse en la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, para posteriormente; 
en el año 2010 ser ratificada por el presidente Juan Manuel Santos Calderón, como Alta 
Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer (ACPEM). (Ibidem). 
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LA ARQUEOLOGIA Y LA GENEALOGIA COMO RUTA PARA ESTUDIAR LA 
VIOLENCIA DE GÉNERO 
 
Hecho un abordaje conceptual de la feminidad y lo femenino como categoría de 
obligatorio estudio para el presente trabajo propuesta procede a exponer la viabilidad del 
modelo metodológico adoptado, indicando desde el primer momento se da un enfoque 
genealógico de cara al análisis de lo femenino, la feminidad y el concepto mujer y 
arqueológico en lo que a estudio del feminicidio y violencia feminicida respecta.  
 
El sentido y propósito de esta conjunción va hacia la identificación y estructuración 
de los discursos de verdad prexistentes y construidos sobre la posición de la mujer y lo fémina 
en la sociedad a lo largo del tiempo aterrizando en el entorno socio jurídico Colombiano; a 
partir de estas discursividades mencionadas se pretende hallar los saberes configurados como 
consecuencia de acontecimientos locales cuyo acaecimiento ha devenido en nuevas formas 
de relación social con la feminidad y puntualmente en nuevos fenómenos normativos penales. 
 
Se parte entonces de interrogantes como ¿Cuáles son las relaciones de poder que 
devienen de las prácticas discursivas y no discursivas que sobre la categoría mujer y 
feminidad se presentan en Colombia?, aunado a lo anterior, ¿Qué tipo de sujetos femeninos 
devienen de las prácticas de poder identificadas? Para encontrar que de frente a los marcos 
relacionales y a los sujetos femeninos es válido el cuestionamiento ¿Cuáles son los 
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mecanismos que implementa el estado para regular y proteger las relaciones de los sujetos 
emergentes? 
 
Encontrar la viabilidad del abordaje Foucaultiano propuesto, implica un indefectible 
estudio de otros métodos que, si bien resultarían de prudente aplicación, son insuficientes 
para alcanzar el objetivo principal de este trabajo tendiente a visibilizar los delitos de género 
como prácticas de poder resultado de conquistas sociales de los sujetos víctimas de ellos. 
 Inicialmente se realizará un análisis de distintos métodos de investigación como el 
reconstruccionismo originado en Estados Unidos y que tiene como finalidad interpretar los 
orígenes y razones del conflicto para de este modo procurar enfrentarlo y resolverlo (Vega 
Castro, 2012, p. 90), sin embargo este método se queda corto al ser implementado dentro del 
abordaje metodológico del presente texto teniendo en cuenta que la parte más afectada por el 
feminicidio pasaría a ser el tema central, poniendo en riesgo la neutralidad de la investigación 
propuesta.  
 
Podría pensarse entonces en realizar un análisis histórico con el fin de determinar si 
la historia es un método efectivo para el cumplimiento de los objetivos del presente estudio; 
la historia como fundamento metodológico cuenta con tres ramas:  I. Metodología pragmática 
de la historia, II. Metodología apragmática de la historia, III. Metodología objetiva de la 
historia, la primera se refiere a la reconstrucción y posible de métodos y razonamientos 
utilizados para la resolución de problemas, la segunda está estrechamente unida a la 
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pragmática ya que se ocupa de los resultados que arrojan los historiadores; analiza las 
afirmaciones formuladas, la terceras de las ramas se orienta hacia la materia, esto implica 
que realiza una reflexión especial sobre la materia utilizando diferentes disciplinas con el fin 
de aplicar la investigación histórica (Topolski, 1973, pp. 36-41). 
 
El método histórico requiere el análisis de largos periodos de tiempo con el fin de 
llegar a afirmaciones. Para el tema en concreto, aplicar la metodología histórica del análisis 
del género implicaría interesarse tanto en la historia de los hombres como de las mujeres y 
no únicamente respecto del sexo oprimido, un historiador tiene como propósito comprender 
el significado de los sexos, los grupos de género y el pasado histórico (Zemon Davis, 
Womens History in Transition: The European Case, 1976, p. 90). 
 
Con el fin de identificar a profundidad el método histórico es necesario analizar a 
(Foucault M. , Entre filosofía y literatura, 2014, p. 36) quien realiza un trabajo crítico 
histórico respecto las relaciones de sujeto, verdad y poder, dividiéndose en tres grandes 
momentos históricos I. Separación de la fenomenología y del estructuralismo con el fin de 
ocuparse de cuestiones estéticas y literarias, II. Preocupación por la emergencia de la 
protopsiquiatría y de las relaciones entre el saber, III. Conversión de estas relaciones en 
discurso y práctica científica. 
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Se podría afirmar que la historia es un procedimiento operatorio netamente mecánico, 
no obstante, el estudio de la historia implica más que la asociación de sucesos a un periodo 
de tiempo, estos sucesos deben ser analizados toda vez que la historia resulta ser una realidad 
sumamente compleja, el método histórico exige que el investigador se pliegue a la 
multiplicidad de ingredientes y conexiones reales (Marías, 2014, p. 176). 
 
De este modo la aplicación del método histórico como una entidad unitaria resultaría 
ineficiente en la búsqueda de discursos de verdad respecto lo femenino, el feminicidio y la 
violencia feminicida es necesario concentrar este estudio en los fenómenos de ruptura y 
discontinuidad respecto al tema objeto del presente estudio y no solo tomar un largo periodo 
de tiempo para estudiarlo.  
 
Es así como se encuentra que la arqueología logra constituirse como la mejor opción 
para ser el abordaje metodológico al tema bajo estudio toda vez que esta analiza las diferentes 
teorías existentes que se entrecruzan, de este modo se pretende dilucidar los límites que tiene 
este proceso imposible de disminuir a un esquema de carácter lineal. En conclusión, la 
arqueología como fundamento metodológico permite estudiar los puntos en los cuales los 
valores de una línea se trasladan a otra, los topes máximos y mínimos que han recorrido las 
teorías existentes y los puntos en que dichas teorías se deconstruyen para dar lugar a nuevos 
discursos de verdad. 
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De otro lado, se encuentra la genealogía como método se basa en poner en juego los 
saberes locales que se encuentran de manera discontinua, descalificada y no legitimados por 
la instancia histórica que busca filtrarlos, jerarquizarlos, ordenarlos en nombre de un 
conocimiento verdadero que pueda hacer parte de la ciencia que se encuentra en cabeza de 
pocos. No obstante, al referirnos a las genealogías descubrimos que no constituyen un retorno 
positivista a una forma de ciencia más atenta o más exacta, por el contrario, son auténticas y 
exactas. (Foucault M. , Hay que Defender la Sociedad, 1976, p. 22) 
 
Respecto de la genealogía y arqueología del saber cómo alternativa conjunta para 
descubrir saberes que no se logran por medio del método histórico, es de anotar que “la 
arqueología sería el método propio del análisis de las discursividades locales, y la genealogía, 
la táctica que, a partir de esas discursividades locales así descriptas, pone en juego los saberes 
liberados del sometimiento que se desprenden de ellas” (Ibídem, pág. 24).  
 
Respecto al discurso, podemos concebir el mismo como ese conjunto regular formado 
por hechos lingüísticos de una parte, y por hechos polémicos y estratégicos por otra. Siempre, 
con observancia de las reglas sintácticas de construcción. (Foucault M. , 1973, p. 4), estos 
discursos se configuran únicamente como un espacio funcional que no se encuentran 
estáticos, lineales o continuos.  
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Es imposible dejar a un lado el estudio de las relaciones de poder que existen en las 
prácticas sociales dentro de las cuales nacen y se aplican dichos discursos, así es como resulta 
necesario definir el término discurso como “conjunto de los enunciados que dependen de un 
mismo sistema de formación” (Foucault M. , La arqueología del saber, 1970, p. 181). 
Es así como de este modo se puede hablar respecto a discursos para llegar a la 
“verdad” sobre lo femenino, sobre feminicidio; entre otros. Estos discursos locales se 
desarrollan en un ámbito cultural y social. En cuanto al tema objeto de estudio dichos 
discursos se forman por medio de las instituciones donde se practique la aceptación y rechazo 
del feminicidio, instituciones como el hogar, la familia, el trabajo, la iglesia, la escuela, donde 
podemos encontrar los enunciados que conforman los discursos locales mencionados.  
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FEMICIDIO, FEMINICIDIO Y VIOLENCIA FEMINICIDA 
 
LA IDENTIDAD FEMENINA COMO SUJETO EMERGENTE EN LO JURIDICO 
POLITICO Y CRIMINAL 
 
El concepto de mujer como categoría histórica se articula al discurso de lo femenino, 
este concepto puede definirse como “una construcción cultural anclada en un cuerpo 
diferenciado en términos biológicos” la categoría y el discurso de la mujer han tenido peso 
como objeto de la investigación científica en búsqueda de descifrar la naturaleza femenina 
(Munévar M., 2012). 
 
La norma jurídica propone un sujeto pretendido; presupuestos deontológicos que 
invitan a homogeneizar conductas de individuos que interactúan y se relacionan desde 
territorios diferentes y eventualmente anacrónicos. A través del " velo de la ignorancia" 
(Rawls, 2012) se propende por una inclusión de los integrantes del grupo social organizado 
como Estado suponiendo una igualdad que aseguraría la protección del más vulnerable 
paradójicamente por ignorar esta misma condición. 
Atendiendo al modelo Democrático en donde se entiende por la decisión mayoritaria 
y se asume como voluntad individual la voluntad común, la molaridad social se cohesiona en 
el deber de obediencia a la norma y sujeción a los presupuestos sociales y estatales 
establecidos desde el grupo de poder que tradicionalmente ha sido patriarcal y masculino. Se 
legitima entonces la dualidad de obediencia-igualdad contra desobediencia -diferencia 
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entendiéndolas como lo bueno y lo malo, mereciendo solo las primeras hacer parte del 
conglomerado y debiendo entonces las segundas ser eliminadas o marginadas. 
Es oportuno en este punto indagar sobre los esquemas conceptuales y relaciones 
problemáticas fundamentales en el estudio de las subjetividades y los conceptos de identidad. 
Atendiendo al ejemplo planteado desde la realidad colombiana resulta pertinente cuestionar 
la cabida que tendría el concepto de subjetividad emergente dentro de dicho modelo. 
Las teorías revisadas para este estudio obligan a reflexionar sobre los supuestos que 
han dejado a un individuo subjetivarse en referencia a su sistema complejo, en el cual los 
referentes de identidad que hasta hace algunos años se mantenían con el fin de estudiar las 
relaciones sociales en busca de grupos homogéneos se han transformado, en busca de líneas 
de fuga, devenires, y alternativas otras de ver el individuo. 
En un primer encuentro con Spinoza partiendo de la diferencia, la multiplicidad, lo 
indivisible, el problema de la diferencia, estos supuestos sirven a Deleuze para enfrentarse a 
conceptos en los cuales la heterogeneidad y la diversidad que se desarrolla sean afirmadas, 
en este sentido es posible una identidad a partir del aprecio por la diferencia, una construcción 
de sujetos a partir de una producción de deseos, estos deseos conviven produciendo 
posibilidades de ser. 
En este orden de ideas el hecho de que la identidad sea múltiple radica en que en un 
individuo o multiplicidad siempre existen identidades conexas que aplican instantáneamente 
con su articulación.  
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En cuanto a los modos de subjetivación, se encuentran teorías como la de Foucault 
en la cual aparece el pliegue de lo subjetivo, sujetos constituidos y construidos; es así como 
el trabajo de su genealogía nos muestra tres problemas específicos: ¿Cómo nos hemos 
constituido como sujetos de nuestro saber?, ¿Cómo nos hemos constituido bajo las relaciones 
de poder?, ¿Cómo nos hemos constituido como sujetos morales?, en este sentido las prácticas 
de sí, de resistencia de libertad, la muestra de dispositivos, los límites que nos construyen, 
son parte de las formas mediante las cuales nos constituimos como sujetos, “formas de 
subjetivación posibles”, el cuerpo no existe como tal “existe en y a través de un sistema 
político”(Foucault, 1999), en este caso producto de los procesos históricos que lo han venido 
sujetando, en el cual es cuerpo es sometido y producido. 
Pero el hecho de investigar subjetividades deja emerger hacia nuevas ideas 
relacionadas con el devenir, el nomadismo, lo minoritario, lo colectivo y lo imaginario, 
abriendo paso a lo posible, lo incomparable, lo original, para desligar no solamente las 
prácticas, sujetos y colectividades. 
Partiendo de los supuestos de estas prácticas de sí, entendidas desde la subjetividad 
se puede ver a las autoras que recogen el término de la diferencia, desde el feminismo Judith 
Butler afirma que el género se construye, en esencia tanto el sujeto hombre como mujer son 
representaciones, en este sentido se busca una propuesta que transforme esta división, por 
otro lado Chantal Mouffe invita a desnaturalizar las prácticas que han sido legitimadas, un 
nuevo concepto de articular lo particular y lo universal, para esto muestran ejemplos de 
modular la lucha a través de la cultura, Nancy Frazer plantea su postulado sobre la base de 
cultura política desde la redistribución al reconocimiento, no solo defender el feminismo 
desde la concepción económica, sino desde el replanteamiento cultural. 
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Desde otra perspectiva se encuentra a Negri y Hardt que para tal efecto muestran una 
nueva alternativa en la que “sin dejar de ser diferentes” se conserve lo común que permite 
actuar y deliberar, a través de la construcción de redes, de modo que se guarde la pluralidad, 
así como las diferencias internas. “La multitud es un sujeto social1 internamente diferente y 
múltiple” (Hardt & Negri, 2004, p. 128).  Sujeto que mediante el poder y la lucha establece 
una organización específica, una nueva sociedad alternativa y autónoma, capaz de gobernarse 
a sí misma. 
La emergencia de nuevas subjetividades requiere para su ocurrencia un rompimiento 
previo de las unificaciones forzadas que limitan el poder de la multiplicidad. La concordancia 
de singularidades y agenciamientos que conciban modos de ser y mundos diferentes. 
Se erige la necesidad de una nueva construcción de sujetos, una nueva forma de 
nombramientos, deconstrucción de los planteamientos y objetivos comunes, sujetos 
nómadas, devenires, acciones capaces de transformar a partir de la creatividad. 
Sin embargo, para llegar a materializar el postulado previamente enunciado se 
requieren tecnologías que permitan defender la singularidad y la diferencia, desde la 
constitución de movimientos sociales en los que no subsuman en pos del beneficio común la 
diferencia. Plantear mundos nuevos desde la diferencia requiere que el sujeto en manera 
alguna ceda su autonomía para constituir nuevas subjetividades con sus consecuentes 
prácticas y discursos de manera tal que de ellas emerjan nuevo sujetos, que en nuestro estudio 
podría tener una doble acepción, por un lado la configuración del sujeto mujer política con 
                                            
1Sujeto social: Colectividad donde se elabora una identidad y se organizan prácticas, mediante las 
cuales sus miembros pretenden defender sus intereses y expresar sus voluntades, al mismo tiempo 
que se constituyen en esas luchas 
 
31 
identidad de género en detrimento de la identidad biológica y la constitución de un Derecho 
que trasciende la esfera normativa y se configura como una tecnología responsiva a las 
necesidades de relación y protección de este sujeto. 
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DEL FEMICIDIO AL FEMINICIDIO: MÁS QUE UN PROBLEMA LUNGUISTICO 
 
Abordar el estudio del Feminicidio impone la necesidad de remitirse a académicos, y 
promotores de los derechos de las mujeres, quienes entre otras lo han definido como “el 
asesinato masivo de mujeres cometido por hombres desde su superioridad de grupo”, en 
consecuencia “el asesinato misógino de mujeres por los hombres” (Ibídem) “la forma 
extrema de violencia de género, entendida como la violencia ejercida por hombres contra 
las mujeres en su deseo de obtener poder, dominación y control”. 
 
Del mismo modo (Lagarde y de los Ríos, 2008) concibe el feminicidio como “el 
genocidio contra mujeres y sucede cuando las condiciones históricas generan prácticas 
sociales que permiten atentados violentos contra la integridad, la salud, las libertades y la 
vida de niñas y mujeres”.  
 
El término “femicidio” fue acuñado por primera vez en Bruselas – Bélgica, durante 
el Primer Tribunal De Crímenes Contra las Mujeres, en ese entonces la Doctora en psicología 
social (Russell D. , 1990) definiendo el femicidio como un crimen de odio hacia las mujeres, 
perpetuado por los hombres. En el desarrollo de su conferencia evidenció que este problema 
se ha encontrado presente a lo largo de la historia del hombre. “A partir de la quema de 
brujas en el pasado, a la más reciente difundida costumbre del infanticidio femenino en 
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muchas sociedades, a la muerte de las mujeres por el llamado honor” (Ibídem) el femicidio 
ha estado presente desde hace muchos años.  
 
Para definir el Feminicidio, podemos remitirnos al concepto emitido por ), Oficina 
Regional para América Central del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos (OACNUDH, 2013) quien lo define en su Modelo de protocolo 
latinoamericano de investigación de las muertes violentas de mujeres por razones de género 
(femicidio/feminicidio) de la siguiente manera:  
“El proceso de conceptualización del fenómeno de la muerte violenta de una 
mujer por ser mujer adquirió importancia en la década de 1970 cuando la expresión 
“femicidio” (o “femicide” en inglés) fue acuñada por Diana Russell. Esta expresión 
surge como alternativa al término neutro de “homicidio” con el fin político de 
reconocer y visibilizar la discriminación, la opresión, la desigualdad y la violencia 
sistemática contra la mujer que, en su forma más extrema, culmina en la muerte 
(Radford & Russell, 1992). De acuerdo con la definición de Rusell, el femicidio se 
aplica a todas las formas de asesinato sexista, es decir, “los asesinatos realizados 
por varones motivados por un sentido de tener derecho a ello o superioridad sobre 
las mujeres, por placer o deseos sádicos hacía ellas, o por la suposición de propiedad 
sobre las mujeres” (Russell D. E., 2006, pp. 77 - 78). 
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Por su parte, la autora Ana Cacerdo quien define el feminicidio por medio de 
contextos, conceptos y escenarios del feminicidio en Centroamérica. 
 
“Se trata por tanto no de una manifestación más de la llamada violencia 
social, sino de una forma específica de violencia, de carácter estructural, direccional 
y asimétrico, ejercida por los hombres o el orden patriarcal contra las mujeres. Y si 
sus manifestaciones barren el campo de lo físico, lo emocional, lo sexual, lo material 
o lo simbólico, su esencia es el control que somete, que dispone sobre la vida ajena 
individual, así como sobre el colectivo femenino para mantenerlo dominado” 
(Cacerdo, 2010, p. 20) 
 
La autora, afirma que “La existencia de esta forma específica de violencia es 
visibilizada y denunciada por el movimiento feminista mundial desde los años 70, y en 1981” 
(Ibídem), dicha denuncia fue realizada en el desarrollo del Primer Encuentro Feminista 
Latinoamericano y del Caribe el día 25 de noviembre día que en la actualidad es reconocido 
el día internacional de la no violencia contra las mujeres.  
 
Siguiendo estas líneas, (Lagarde, 2016, p. 221) realiza una modificación al concepto 
Femicide de Diana Russell argumentando que “lo traduje desde hace ya varios años como 
feminicidio, precisamente para que no fuera a confundirse en castellano como femicidio u 
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homicidio femenino; no, yo quería que fuera un concepto claro, distinto, para que entonces 
viniera junto con todo el contenido del concepto”.  
 
Es claro que se ha emprendido una lucha contra el asesinato violento por razones de 
género y esta ha dejado como resultado artículos de reflexión, movimientos de mujeres y 
acciones feministas  
 
“determinantes en los procesos de denuncia, denominación, visibilización, 
conceptualización y tipificación de la muerte violenta de mujeres en ciertas 
circunstancias que las conectan con el género y configuran femicidios, feminicidios 
y violencias feminicidas con un sujeto activo, quien mata; un sujeto pasivo, la mujer 
asesinada; y los contextos donde ocurren los hechos con las razones de género 
inscritas en los cuerpos y en las vidas de cada mujer asesinada” (Munévar M., 2012). 
 
En el año 1976 el término femicidio fue acuñado por primera vez por (Diana E. H. Rusell, 
1976), la autora define “Femicide” como “el asesinato de mujeres realizado por hombres 
motivado por odio, desprecio, placer o un sentido de propiedad de las mujeres” (Caputi y 
Russell 1990, 34), mientras que en 1992, Radford y yo lo definimos simplemente como “el 
asesinato misógino de mujeres por hombres” (Russell & Harmes, 2001, p. 14). 
 
 
36 
Los homicidios cometidos contra mujeres no pueden constituirse en su totalidad como 
femicidios, ya que es necesario identificar en estos “Una lógica vinculada con las relaciones 
desiguales de poder entre géneros” por tal motivo sería erróneo hablar de causas del 
femicidio, toda vez que ellos tienen ese sustrato común como causa lógica. (Cacerdo, 2010, 
pp. 23-24). 
 
En contribución a lo anterior (Lagarde, 2016, p. 224) afirma que “La violencia 
feminicida quedó inscrita en la ley como el conjunto de condiciones de violencia que pueden 
conducir al feminicidio. No en todas partes la violencia de género concluye con el 
feminicidio… no en todas partes hay feminicidio”, esto implica que no todas las muertes de 
mujeres pueden llegar a ser tipificadas como feminicidio.  
 
La violencia contra la mujer tiene su génesis en la subordinación femenina, podemos 
encontrar esta discriminación en cualquier ámbito tanto familiar como sentimental, detrás de 
cualquier tipo de violencia contra la mujer se encuentra la discriminación, la regla general es 
que dentro de cualquier medio o círculo social se encuentra exento de este ejercicio de poder 
sobre las mujeres “La violencia contra las mujeres no es una aberración social, sino, por el 
contrario, el producto esperable de una sociedad que coloca a las mujeres en posición 
inferior a los hombres” (Cacerdo, 2010, p. 22). 
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Conviene señalar que la “La condición de género como circunstancia motivante del 
Femicidio, es una construcción cultural y social que va más allá de las diferencias sexuales” 
de este modo la norma legal puede ser explicada a través de dos métodos; el I. Axiológico 
que implica una explicación literal del texto contenido en la norma, o el II. Histórico no solo 
sugiere una revisión detenida del texto, sino también todos los criterios antecesores que 
conlleven a dicha conjunción de palabras (Torres Montoya & Jordan Naranjo, 2016, p. 11) 
 
En Ecuador se define el Femicidio o feminicidio como una conducta punible que de 
su código penal este tipo busca castigar homicidios de mujeres por el hecho de ser tales “en 
un contexto social cultural que les ubica en posiciones, roles o funciones subordinadas, 
contexto que por tanto las expone a múltiples formas de violencia”. Este tipo al constituirse 
como una forma de violencia contra la mujer recoge conductas delictivas cometidas dentro 
del espacio privado y público. (Torres Montoya & Jordan Naranjo, 2016, p. 10). 
 
Podría presumirse que en una sociedad como la actual resulta necesario que exista 
una protección reforzada para las mujeres con el fin de que las instituciones cumplan 
efectivamente con su rol en la protección de derechos, es necesario una administración estatal 
distinta “si las instituciones estuvieran para que las mujeres pudiesen tener acceso a la 
justicia conforme al derecho, si la justicia fuera exigible realmente, probablemente 
estaríamos en otra cosa en relación con los homicidios de niñas y mujeres”. (Lagarde, 2016, 
p. 223). 
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Los crímenes contra las mujeres y niñas han sido estudiados por la  (Comisión 
especial para conocer y dar seguimiento a las investigaciones relacionadas con los 
feminicidios en la reública mexicana y la procuraduría de justicia vinculada, 2004-2005, p. 
7) en la ciudad de México, dónde se llegó a la conclusión que dichos delitos “se cometen en 
sociedades o en círculos sociales cuyas características patriarcales y la violación de los 
derechos humanos se concentran y agudizan de manera crítica” del mismo modo, se articulan 
con diferentes condiciones sociales y económicas de extrema marginación y exclusión social 
, jurídica y política dónde la dominación del hombre hacia la mujer es la regla general dónde 
es constante la desvalorización, exclusión, discriminación y explotación de la mujer solo por 
el hecho de su sexo (Ibídem). 
 
La configuración del feminicidio implica la concurrencia de manera criminal del 
silencio, la omisión, la negligencia y la colusión parcial o total de las autoridades que tienen 
bajo su responsabilidad la prevención y erradicación de este tipo de conductas que por regla 
general con consecuencia de ceguera de género o sus perjuicios sexistas y misóginos respecto 
a las mujeres (Lagarde y de los Ríos, 2008, p. 216.)  
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TIPOLOGIA CRIMINAL CON PERSPECTIVA DE GÉNERO 
 
Primigeniamente, debe partirse del patriarcalismo, como uno de los factores que han 
promovido la violencia de género, las situaciones de desigualdad de las mujeres y el mal trato 
a la mujer con base en la representación cultural del género en la comunidad, lo cual ha 
permitido a lo largo de los años la preponderancia de los hombres ante las mujeres, 
estableciéndose roles sociales que incentivan la misoginia, comprendida como la “ (…) 
actitud de odio, rechazo, aversión y desprecio de los hombres hacia las mujeres y, en general, 
hacia todo lo relacionado con lo femenino considerándolo como inferior(…)” (Juárez, 
Cornejo, & Scott, 2011, pág. 13), situación que permite que el trato a la mujer sea de manera 
grosera, cuestionándose su honorabilidad y empleando agresiones físicas que se fundamentan 
en la dependencia económica, social y psicológica que tenga respecto a su victimario, 
viéndose tales comportamientos como socialmente aceptables y creando en la mujer la falsa 
idea de que esos vejámenes hacen parte del modelo de femineidad y por tanto debe 
soportarlos. 
 
Por su parte, la violencia de género en la sociedad moderna, que no ha dejado su 
componente machista, contiene cuatro presupuestos a saber: (i) el acto físico/psicológico del 
agresor sobre una mujer, (ii) la Intención de agredir, (iii) el daño derivado de la agresión y, 
(iv) la mala conducta socialmente vista. 
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Bajo esas condiciones, se mantiene las relaciones patriarcales de sujeción y 
subordinación, en donde la mujer es doblegada a obedecer al hombre, cumpliendo con la 
jerarquización socialmente establecida acorde a los intereses sociales y laborales, 
promoviendo que los oficios hogareños continúen en cabeza de la mujer y su sumisión se 
mantenga incólume con base en el poder que ostenta el hombre al ser quien provee el dinero 
para el mantenimiento del hogar. 
 
Así las cosas, es de real importancia reconocer que esta forma de violencia también 
goza de simbolismo y significado social, que hace que tal comportamiento sea natural en la 
sociedad, por cuanto que se convierte en una concepción originada por el sistema patriarcal 
que es atendida por la mujer, hasta el punto en que ella misma considere que es normal y 
correcta esa situación de inferioridad. 
 
Bajo esas circunstancias la mujer adquiere un papel permisivo y codependiente, que 
promueve el no reconocimiento de las formas de violencia y como consecuencia no permite 
percatarse las señales de peligro y abuso del agresor, siendo cotidiano el sufrimiento y la 
humillación de las mujeres. En ese sentido, se ha indicado que: 
 
“(…)Haciendo acopio de conexiones interpretativas y de apuestas críticas, quienes 
hacen historia social de la ciencia y de la medicina, de un lado, encuentran que las nociones 
sobre la mujer y lo femenino están asentadas en la construcción de la inferioridad heredada 
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del uterocentrismo aristotélicogalénico-escolástico; mantienen su arraigo en la diferencia 
sexual que convirtió a la mujer en mera complementariedad de la inteligencia del hombre; 
y son reafirmadas por los dictámenes de la ciencia dominante” (Munévar, 2012, pág. 141) 
 
Descendiendo a la sociedad colombiana, se vislumbra que esos comportamientos 
machistas se han mantenido a lo largo de la historia del país, lo cual ha obligado al legislativo 
a sancionar conductas dolosas contra la mujer, tal es el caso del feminicidio, pues afecta 
directamente el derecho fundamental a la vida de la mujer, que es atacado en virtud a su 
género, no obstante, cabe resaltar que esa conducta punible fue tipificado como un delito 
autónomo recientemente por la (Ley 1761, 2015), en razón al homicidio perpetrado en la 
humanidad de Rosa Elvira Cely, norma que pretende “garantizar la investigación y sanción 
de las violencias contra las mujeres por motivos de género y discriminación, así como 
prevenir y erradicar dichas violencias y adoptar estrategias de sensibilización de la sociedad 
colombiana”.  
 
Aunado a ello, el mencionado tipo penal comprende unos niveles lesivos de violencia, 
determinados así: 
 
“I. El primer nivel se caracteriza por la presencia de agresión verbal y lesiones 
físicas leves o levísimas II. En cuanto al segundo nivel las lesiones contra la mujer van de 
leves a moderadas con lesiones características de sujeción y sometimiento III. El tercer nivel 
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presenta todos los indicios relacionados a los anteriores niveles, pero de mayor magnitud, 
la lesión por regla general presenta uso de armas con la única finalidad de causar un daño 
importante IV. El cuarto nivel consiste en lesiones de gran magnitud con intenciones de 
afectar órganos vitales y causar la muerte” (Oficina del Alto Comisionado de Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos y Fiscalía General de la República, El Salvador, 2012).  
 
No obstante, en Colombia existen deficiencias en el estudio del feminicidio, pues, 
aunque el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses ha luchado contra la 
materialización de esa conducta por medio del desarrollo de herramientas como el Encuentro 
Internacional Prevención, Investigación y Sanción del Feminicidio (Instituto Nacional de 
Medicina Legal y Ciencias Forences, 2015), cabe precisar que los sistemas de información 
que intentan determinar los datos requeridos para categorizar una conducta feminicida no son 
eficaces para tal propósito, de allí que en algunos casos no se logre dar una respuesta real a 
la problemática de la violencia contra la mujer, viéndose la garantía y protección del derecho 
fundamental a la vida sólo en un sentido formal, más no material. 
 
Así mismo, tal institución ha permitido reconocer que los familiares de las víctimas 
han contribuido a los altos índices de violencia contra la mujer en nuestro territorio, pues se 
ha comprobado que los altos índices de violencia de género se encuentran en las grandes 
ciudades y su victimario es una persona cercana, tales como los amigos, compañeros 
permanentes y cónyuges. 
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En el informe “¿Será que a las mujeres nos matan porque nos aman?” llevado a cabo 
por la Ruta Pacífica de las Mujeres se evidencia diáfanamente que el delito de feminicidio es 
la acción más violenta en contra de las mujeres: “(…) es un crimen de odio y un genocidio 
en contra de las mujeres, el cual es posible por el ambiente ideológico y social del 
patriarcalismo, de la misoginia, de las violencias normalizadas en contra de las mujeres 
(…)” (Sánchez, 2010, pág. 23). 
 
A su vez diferentes organizaciones internacionales como Human Right Watch en el 
informe “Derechos fuera de alcance Obstáculos a la salud, la justicia y la protección para 
mujeres desplazadas víctimas de violencia de género en Colombia” (2012) o el informe 
elaborado por la OXFAM internacional (2009) titulado “La violencia sexual en Colombia: 
un arma de guerra” son concordantes en indicar que el ataque a las mujeres no sólo se predica 
respecto a su vida, sino que también se pretende la destrucción de su integridad, 
evidenciándose lo anterior en las actos de violencia sexual antes de su muerte, lo cual se 
comprueba en aquellas mujeres víctimas del conflicto armado: 
 
“(…) Durante la expansión paramilitar la violencia contra las mujeres se convirtió 
en una de las formas más utilizadas de las Autodefensas para aterrorizar y dominar a las 
comunidades. A pesar de que en justicia y paz solo se han confesado 89 delitos de género, 
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en el Putumayo esta fue una práctica recurrente que dejó centenares de víctimas (…)”. 
(Verdad Abierta, 2012) 
 
En igual sentido, en el campo internacional, el feminicidio ha golpeado a la mujer de 
una manera preponderante, tal es el caso de México, que con su tratado de libre comercio 
con Estados Unidos, ha hecho que las mujeres pobres y analfabetas, trabajadoras de las 
maquiladoras, sean víctimas de las dinámicas sociales, por cuanto debido a su condición 
económica y a su género son maltratadas y abusadas por quienes tienen poder y dinero, lo 
cual establece que “(…) al producirse el feminicidio se está cometiendo un delito más 
complejo que el mero asesinato, el cual incluye la exclusión social de la mujer en los ámbitos 
sexual, económico y político (…)” (Ravelo, 2006, pág. 2) 
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VICTIMOLOGÍA, FEMINICIDIO Y VIOLENCIA FEMINICIDA 
APROXIMACIONES DESDE EL COMENTARIO JURISPRUDENCIAL 
 
El concepto de víctima comprende a toda aquella persona que ha sufrido la 
vulneración de derechos fundamentales, daño físico, mental, emocional o financiero como 
consecuencia de acciones u omisiones que transgreden la legislación penal vigente. 
 
Por ello, la intervención psicojurídica dentro del ámbito penal tiene por objetivo 
preparar e informar a la víctima sobre el proceso penal, en el cual goza de un rol protagónico 
e imprescindible dentro de la audiencia de juicio oral, por lo que es importante contar con un 
componente de asistencia social que permita restablecer sus derechos e impida la 
revictimización a través de la acción u omisión que empeora el estado físico y/o psíquico de 
la víctima cuando esta busca ayuda y atención en el sistema legal. 
 
En ese sentido, se ha identificado que los componentes de revictimización 
comprenden un sistema de investigación de la realidad objetiva del crimen, aislando a la 
víctima al no proporcionarle la información suficiente sobre la evolución del proceso, 
excediendo el uso del tecnicismo jurídico, sometiéndola a soportar las dilaciones del proceso 
judicial y una vez en la etapa de la audiencia pública, soportándola en la destrucción de la 
credibilidad de los hechos investigados. 
 
Bajo esos presupuestos, la Organización de las Naciones Unidas ha reiterado que las 
víctimas gozan de una atención especial para que los procedimientos jurídicos y 
administrativos no den origen a un nuevo trauma, sino que con ellos se garantice la justicia 
y la reparación a la víctima, esta última entendida como un conjunto de medidas destinadas 
a restituir los derechos vulnerados y mejorar la situación de las víctimas, promoviendo 
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normas que impidan la repetición de la vulneración, de allí que la política de reparación deba 
ajustarse a las particularidades de las personas y los grupos, comprendiendo una perspectiva 
diferencial, la cual consiste en tratar a cada uno según sus particularidades y necesidades, 
reconociendo que no es eficaz brindar un trato igual a personas que se encuentran en 
condiciones desiguales, haciendo que el enfoque diferencial sea una política universal de 
prevención y atención a las poblaciones vulnerables, mediante la cual se anhela la 
materialización de la equidad por medio de la garantía y el reconocimiento a los derechos, 
necesidades y problemáticas de ese grupo poblacional. 
 
En Colombia, la ley 1448 de 20112 en su artículo 13 establece el enfoque diferencial 
como un principio a través del cual el Estado se compromete a promocionar medidas de 
protección y garantías a los grupos más vulnerables tales como las mujeres, niños, niñas y 
adolescentes, discapacitados, adultos mayores, campesinos, entre otros, teniendo en cuenta 
las medidas de atención y asistencia y el grado de vulnerabilidad de esa población. 
 
No obstante, es menester indicar que las víctimas han sido minimizadas en el campo 
penal, por cuanto se ha vuelto un proceso de partes en donde participa el Estado por medio 
de la Fiscalía General de la Nación como acusador contra el procesado, excluyéndose la 
participación de la víctima en la resolución del conflicto y teniéndose en cuenta en el 
momento de reclamar los perjuicios causados, fijándose la ineficiencia del sistema en la 
                                            
2 Ley 1448 de 2011. “Artículo 13. Enfoque diferencial. El principio de enfoque diferencial reconoce que hay 
poblaciones con características particulares en razón de su edad, género, orientación sexual y situación de 
discapacidad. Por tal razón, las medidas de ayuda humanitaria, atención, asistencia y reparación integral que 
se establecen en la presente ley, contarán con dicho enfoque. 
El Estado ofrecerá especiales garantías y medidas de protección a los grupos expuestos a mayor riesgo de las 
violaciones contempladas en el artículo 3o de la presente Ley tales como mujeres, jóvenes, niños y niñas, 
adultos mayores, personas en situación de discapacidad, campesinos, líderes sociales, miembros de 
organizaciones sindicales, defensores de Derechos Humanos y víctimas de desplazamiento forzado. 
Para el efecto, en la ejecución y adopción por parte del Gobierno Nacional de políticas de asistencia y reparación 
en desarrollo de la presente ley, deberán adoptarse criterios diferenciales que respondan a las particularidades 
y grado de vulnerabilidad de cada uno de estos grupos poblacionales. 
Igualmente, el Estado realizará esfuerzos encaminados a que las medidas de atención, asistencia y reparación 
contenidas en la presente ley, contribuyan a la eliminación de los esquemas de discriminación y marginación 
que pudieron ser la causa de los hechos victimizantes.” 
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protección de los derechos fundamentales de las víctimas, como es la participación y el 
conocimiento de la verdad. 
 
Descendiendo al sub judice, la violencia contra la mujer es una forma de 
discriminación y una problemática a nivel mundial que ha ocasionado la creación de 
instrumentos jurídicos internacionales tales como: la Convención de los Derechos Políticos 
de la mujer, celebrada en New York en 1953, la Convención sobre la Eliminación de todas 
las formas de Discriminación contra la mujer (1979) y la Convención Interamericana para 
prevenir, erradicar y sancionar la violencia contra la mujer (1994), los cuales pretenden 
eliminar la desigualdad, la discriminación y la relegación de la mujer. 
 
Conforme a las Resoluciones 34/180 del 18 de diciembre de 1979 y 48/104 del 20 de 
diciembre de 1993 aprobadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas, es 
considerado como violencia contra la mujer: 
 
“Todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga 
o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o 
psicológico para la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o 
la privación arbitraria de la libertad, tanto si se produce en la vida pública 
como en la vida privada” (Asamblea General del a ONU. Resolución 48/104, 
20 de diciembre de 1993) Pág. 173  
 
Bajo ese concepto, la violencia contra la mujer impide su desarrollo pleno, toda vez 
que su progreso se ve afectado tanto en el ámbito cultural como en el campo privado, por 
cuanto la primera genera una violencia a través de la imposición de roles en la sociedad, 
impidiendo a la mujer el acceso a puestos importantes en el sector político, económico, de 
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educación y laboral, legitimando la desigualdad y el marco de la violencia; y la segunda, 
abarca la violencia doméstica o intrafamiliar. 
 
Sin embargo, la discriminación de la mujer no es una problemática reciente, sino, por 
el contrario, ha trascendido los preceptos culturales por siglos, mediante el uso de la violencia 
y la legitimación del poder, otorgándole al género masculino y femenino un rol específico 
para desarrollar en la sociedad, formando estereotipos de género que se han perpetuado por 
medio de la institución de la familia, el matrimonio, la educación, la religiosidad y el ámbito 
jurídico, por tanto, es erróneo indicar que la victimización de la mujer se deba a su género, 
debido a que la violencia contra esta se fundamenta en factores individuales, sociales, 
económicos, culturales e institucionales, tal como se ha evidenciado a través de la historia la 
exclusión de la mujer en la administración y disposición de su patrimonio, los compromisos 
de la mujeres de la aristocracia y la nobleza y la obediencia hacia su marido o pater familia, 
eventos que no respondían a su condición, sino a los intereses económicos y sociopolíticos 
de la época. 
 
Desde un enfoque más privado, asumiendo la relación de pareja, Walker (1979) ha 
señalado que el incremento de las interacciones violentas en una pareja se debe al aumento 
de la tensión en las relaciones de poder establecida, intensificándose la dominación que ejerce 
el hombre sobre la mujer subordinada, quien confirma su femineidad al estar acorde con los 
mandatos y estereotipos sociales, lo que ayuda a que el primero reafirme su poder en ella y 
como consecuencia, creando las condiciones de intercambios de comportamientos 
violentos3. 
 
 
                                            
3 TAPIAS, Angela. Victimología en América Latina. Enfoque psicojurídico (2015) Página 182. 
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YULIANA SAMBONI 
El día 04 de diciembre de 2016 alrededor de las 09:25pm, en el edificio “equus 66” 
ubicado en la carrera 4 A No. 66 – 14 de la cuidad de Bogotá se halló por parte de la policía 
judicial, el cuerpo sin vida de la menor Yuliana Samboní, desnudo, bañado en aceite de 
cocina y con signos de asfixia y estrangulamiento relacionados con actividad sexual, según 
informe pericial de necropsia elaborado por el Instituto Nacional de Medicina Legal. 
Los hechos que dan desenlace a este terrible suceso ocurren el día mencionado 
anteriormente, aproximadamente a las 09.00 am, cuando el señor Rafael Uribe Noguera se 
dirige al Barrio el bosque, toma a la pequeña Yuliana Samboní de 7 años de edad, quien se 
encontraba en la vía pública de la trasversal 4 este la cuidad de Bogotá, frente al inmueble 
donde residía, y engañándola con preguntas, hace que la misma se acerque a su vehículo para 
posteriormente tomarla en contra de su voluntad y de manera violenta ingresarla a su vehículo 
(Nissan X trail, de placas BDO-960), para finalmente dirigirse con ella al edificio Equus 66 
ya mencionado, apartamento 603, lugar de la comisión del delito, el cual era propiedad de la 
familia del agresor y se encontraba desalojado. Posteriormente sale del edificio e ingresa 
nuevamente con una vestimenta totalmente diferente y un morral que no llevaba consigo la 
primera vez que ingresó a la vivienda, abandonando finalmente el lugar en horas de la tarde 
en compañía de dos hermanos. 
Con base en las investigaciones adelantadas, se inicia un proceso penal contra el señor 
Uribe Noguera y se expide orden de captura el día 05 de diciembre de 2016, la cual se hace 
efectiva al día siguiente, por los delitos de FEMINICIDIO AGRAVADO en concurso 
heterogéneo con secuestro agravado y acceso carnal violento, los cuales fueron aceptados 
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por el procesado de manera libre y consciente, estableciéndose una pena principal de 662 
meses de prisión y multa de 100 S.M.L.M.V, con pena accesoria de inhabilitación para 
ejercicio de derechos y funciones públicas por  un tiempo igual a la principal. 
Un atroz caso de violencia no sólo contra los menores sino contra la mujer y de 
feminicidio, que toca una vez más a Colombia, un país tan afectado por este fenómeno, 
despertando todo tipo de indignación y manifestaciones físicas y virtuales en contra del 
maltrato a las mujeres y la violencia de género, noticia que conmueve no sólo a un país sino 
que trasciende fronteras, como podemos observar en los titulares de los diferentes periódicos 
del mundo: 
“El caso de Yuliana Andrea Samboní, la niña de 7 años secuestrada, torturada, 
abusada y asesinada en Bogotá que conmueve a Colombia. 
En un país donde todos los días cuatro mujeres son asesinadas, es una victoria para 
la defensa de Agatón que el caso de Yuliana fuera catalogado como feminicidio, es decir, un 
crimen contra una mujer por el sólo hecho de ser mujer.”4 
“La historia del crimen que hoy conmueve a Colombia empezó a las 9:28 a. m. del 
domingo en Bosque Calderón, un humilde barrio empotrado en los cerros de Bogotá que 
colinda con algunos de los más privilegiados de la ciudad”.5 
 “La muerte de una niña de 7 años en Bogotá, Colombia, ha conmovido no solo a 
Colombia sino también al mundo entero. 
                                            
4 Noticias BBC MUNDO, diciembre 07 de 2016 
5 El Tiempo, diciembre 06 de 2016 
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El pasado domingo, Yuliana Andrea Samboni jugaba inocentemente en la puerta de 
su humilde hogar ubicado en el barrio Bosque Calderón, al norte de Bogotá. Horas después, 
las autoridades encontraron el cuerpo sin vida de la menor en un departamento ubicado en 
el exclusivo sector de Nueva Granada.”6 
“Una niña de 7 años es secuestrada, torturada, violada y asesinada en una zona 
residencial de Bogotá 
El crimen de la menor ha sacudido de nuevo a Colombia, después de que la semana 
pasada muriese una mujer de 44 años tras permanecer varios días en coma tras ser violada 
y empalada. Las autoridades aún buscan a los responsables del crimen.”7 
Como se ha venido desarrollando, no hay duda que Rafael Uribe Noguera es el autor 
de los vejámenes cometidos en contra de la menor víctima, pues además de su declaración 
de culpabilidad, todas las pruebas se encaminan a establecer su responsabilidad, actuando 
éste con plena consciencia que la conducta cometida iba en contra del ordenamiento jurídico 
y encauzada al vano deseo de satisfacer su apetito sexual y aun así deseó su comisión, además 
trató de ocultar todas las evidencias que pudiesen incriminarlo para que el delito quedara en 
total impunidad, sometiendo a la menor, su integridad física, libertad y vida y reduciéndolos 
a un instrumento de satisfacción de su placer, a un objeto sin más valor que un cuerpo 
femenino del cual pudo disponer sin consentimiento alguno, apropiada por un hombre y 
“rebajada al rango de objeto sexual”8, lo que evidencia una violencia de género demarcada, 
un acto cometido contra una mujer por la sencilla razón de ser mujer, vista como un blanco 
                                            
6 Noticias People, diciembre 06 de 2016 
7 Diario el País España, diciembre 07 de 2016 
8 Sánchez Gomez Olga, Las violencias contra las mujeres en una sociedad de guerra 
 
52 
para poder cumplir con los deseos eróticos de su victimario; al respecto el despacho se 
pronuncia frente al tema del feminicidio agravado de Yuliana de la siguiente manera: 
“La Fiscalía General de la Nación acusó al señor RAFAEL MANUEL URIBE 
NOGUERA como autor responsable en el delito de Feminicidio como está descrito por el 
artículo 104 A literal b del c.p y bajo el supuesto, conforme fue aceptado por el procesado, 
de haberse provocado la muerte violenta de la niña, YAMS por su condición de “ser mujer”, 
y luego de ejecutarse sobre su cuerpo “actos de instrumentalización de género”. 
(…) 
Es posible para el juzgado inferir razonablemente que la violencia soportada por 
YAMS fue el producto de las diversas dinámicas de discriminación de género, que alimentan 
las violencias ejercidas contra la mujer. Su cuerpo fue tomado – mediante el rapto -, usado– 
mediante el sometimiento a actos sexuales de toda índole -, ungido – como fetiche sexual -, 
eliminado de todo el atisbo de la vida y finalmente desechado.  
(…) 
Siempre que la violencia sexual antecede la provocación de la muerte de una mujer 
se está ante un feminicidio. Con la agresión sexual se confirma el sometimiento de lo 
femenino a lo masculino y el poder y determinación de la corporeidad del hombre sobre el 
cuerpo de la mujer. Con la muerte se reafirma su cosificación y ulterior anulación. Siempre 
que la violencia sexual se antecede al fallecimiento de una mujer, se está ante la provocación 
de la muerte “por el hecho de ser mujer”, y como consecuencia obligada a lo anterior, se 
está ante un feminicidio.” 
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Concluyéndose de esta manera que el caso de la menor Yuliana Samboní no fue un 
homicidio más, sino otro de los lamentables sucesos de los cuales son víctimas las mujeres, 
dejando claro que la violencia de género y el feminicidio no discrimina edad, pues los actos 
de abuso cometidos día a día contra las mujeres son el reflejo de una sociedad machista, que 
minimiza a la mujer y abusa de ella de múltiples maneras, como sucedió en el presente caso 
con la menor Yuliana, al ser  vista por el señor Rafael como un objeto usable y desechable, 
acabando sin piedad con la vida de un ser humano. 
 
Teniendo en cuenta las conclusiones expresadas en la sentencia, es preciso indicar 
que los argumentos deprecados a favor de la configuración del feminicidio del cual fue 
víctima la menor Yuliana Samboní y la relación de los hechos objeto de la acusación dejan 
entrever que su consumación no fue exclusivamente por su condición de mujer, ni se trató de 
una sumisión por su género, sino que de acuerdo a la posición económica del victimario, por 
ser miembro de una prestante familia de Bogotá, ejerciendo su profesión de arquitecto, le 
permitió desplazarse en varias oportunidades a uno de los barrios humildes de Bogotá -
Bosque Calderón-, y le ofreció dinero a su víctima para que lo acompañara, lo cual vislumbra 
un interés y un comportamiento más allá de lo netamente femenino, pues, véase que se 
aprovechó de su posición social y de los escasos recursos que poseía la familia de la menor, 
para secuestrarla, creyendo que no tendría mayor acaecimiento social. 
De allí que, el caso de Yuliana Samboní es un ejemplo de la influencia social y 
económica que afecta la apreciación del género femenino, mas no, es este último el móvil 
por el cual se despliega la conducta del perpetrador, pues itérese, es menester analizar las 
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condiciones del sujeto activo y las del sujeto pasivo que llevaron al primero a realizar actos 
prohibidos por la norma. 
 
NATALIA PONCE DE LEÓN. 
 
 Sucedió el 27 de marzo del año 2014 en horas de la tarde en el edificio “Palo 
Verde” ubicado en la Cra.23 No.122-60 de Bogotá dónde el señor JHONATAN VEGA 
CHÁVEZ se desplazó con un recipiente en la mano que contenía la mezcla de ácidos 
sulfúrico y acético. 
 
 El perpetrador se acercó a la portería indicando que era “BERNARDO 
LONDOÑO” ex novio de la víctima; Natalia Ponce de León Gutiérrez de Piñeres, de este 
modo consiguió que la joven acudiera a su llamado. En el primer piso de la edificación el 
victimario vestido de capucha le dijo “Bernardo está parqueando, ya viene” y prosiguió a 
arrojarle el líquido que llevaba consigo en el envase y huyó.  
 
 Posteriormente la ropa de la víctima se empezó a derretir y su piel a caerse a 
pedazos, fue trasladada a la “clínica “Reina Sofía” y luego al hospital “Simón Bolívar” con 
reporte de quemaduras en el rostro, cuello, tórax, abdomen, extremidades superiores e 
inferiores” (Sentencia 11001610810520140000303, 2016). 
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 Como consecuencia de los hechos cometidos por JHONATAN VEGA 
CHAVES, el día 8 de septiembre de 2016 fue condenado como “autor responsable del delito 
de homicidio agravado en la modalidad de tentativa” (ibídem). 
 
 En conclusión, le fue impuesta la pena principal de 262 meses y 15 días de 
prisión y sanción de inhabilidad por 20 años, sanción que fue modificada en segunda 
instancia dónde se disminuyó la pena accesoria a un término igual al de la pena principal.  
 
 La historia nos cuenta que el joven VEGA CHAVES acosaba constantemente 
a la señorita NATALIA PONCE DE LEON y en varias ocasiones había intimidado a la joven, 
más grave aún es que según el psiquiatra Luis Alberto Ramírez, el joven VEGA alucinaba 
con que NATALIA se burlaba de su sexualidad en medio de sus delirios por el consumo de 
estupefacientes cómo la heroína (El heraldo, 2016). 
 
 El caso de Natalia es uno de los más emblemáticos con el país por la grave 
afectación que sufre una mujer con ocasión de la actividad de un hombre que teniendo plena 
confianza de una situación de superioridad y objetivizándola como un elemento que podía 
ser manipulado y desechado en el momento que lo deseara.  
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 Este caso generó un impacto en la sociedad tan alto que se iniciaron propuestas 
legislativas de creación de normas encaminadas a crear un tipo penal dirigido a endurecer las 
penas en un país cómo Colombia que para el momento de los hechos se disputaba los 
primeros lugares de los países con mayor cantidad de ataques con ácido. 
 
En ese sentido, y con el apoyo e incentivo social tuvo impulso el planteamiento de 
penas más altas para los delitos en los cuales fuere víctima una mujer, con el fin de que esta 
se viera mayormente protegida, así como la promulgación de la ley 176 del 06 de julio de 
2015 mediante la cual se creó el tipo penal de feminicidio como delito autónomo, teniendo 
como origen la manifestación de una sociedad patriarcal que legitima la violencia contra la 
mujer, lo que conllevó a que por medio de esa conducta punible se advirtiera la prohibición 
de matar a una mujer por el hecho de serlo o por su identidad de género, sin embargo, 
conforme a la exigencia del conglomerado, se promulgó la mentada ley para satisfacer los 
diferentes sectores sociales, más allá de analizar el impacto real de las causas de violencia 
contra la mujer, sin mediar debate sobre el porqué de su origen y si realmente obedecía a la 
femineidad. 
 
En consecuencia, la conducta punible de feminicidio deriva de una instauración 
mediática de control social, generada por las propuestas para combatir la violencia de género, 
que van más allá del ámbito penal y que pueden solucionarse con la implementación de 
políticas públicas a cargo del Estado, por cuanto la protección al bien jurídico de la vida ya 
se encuentra consagrado en el Código Penal con sus respectivos agravantes. 
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DARNELLY ELIZABETH RUALES ORDOÑEZ 
 
El día 24 de enero de 2013, DARNELLY ELIZABETH RUALES ORDOÑEZ, sufrió 
un ataque con una sustancia corrosiva que afectó su rostro y por ende su vida. 
 Los hechos ocurrieron cuando la víctima, quien fungía como inspectora de salud 
ocupacional y seguridad industrial de la  constructora “APOTEMIA”, en ejercicio de sus 
labores realiza una observación al trabajador JOSE EVER ROJAS, al ver que este no portaba 
los elementos de seguridad requeridos para trabajar en la altura, a lo que obtuvo como 
respuesta agresiones tanto verbales como físicas, recibiendo un ataque con “ACRILCOT 50”, 
una sustancia que se usa para sellar el cemento, el cual al ser vertido generó fuertes 
quemaduras en varias partes de su cara y su cuerpo. 
  
Así los hechos, se inicia un proceso de lesiones personales dolosas en el cual el fiscal 
delegado aludió una sanción ubicada en el primer cuarto de movilidad ya que el victimario 
no registraba antecedentes penales y se profirió sentencia anticipada pues hubo allanamiento 
de cargos, motivo por el cual se rebajó la correspondiente pena a la mitad conforme el artículo 
351 del Código de Procedimiento Penal y se concedió suspensión condicional de ejecución 
de la pena. 
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Inconforme con la decisión, el fiscal delegado sustentó recurso de alzada en cuanto a 
la suspensión condicional de la ejecución de la pena debido a la gravedad de los hechos y la 
connotación que estos implican en un país en el cual se vive a diario ataques contra mujeres 
que siguen siendo tratados como un delito cualquiera, acudiendo a argumentos como: 
“No existe razón alguna que justifique la manera agresiva como el implicado 
reaccionó ante un llamado de atención de la víctima; conducta con alto contenido machista, 
con el cual pretendió además de agredir a la víctima, humillarla frente a sus subalternos.” 
“En este específico asunto, la gravedad y modalidad de la conducta es superlativa y 
“tiene un plus”, pues, realmente, JOSÉ EVER ROJAS ESPINOSA, reaccionó de la manera 
violenta como lo hizo, con un “feroz y desproporcionado ataque”, en despliegue de una 
conducta de “machista indomable”, por no soportar que fuese una supervisora mujer, quien 
le llamó la atención, en cumplimiento de su deber, para que utilizara los elementos de 
seguridad industrial necesarios para el trabajo en altura.” 
 
“El implicado se comportó como lo hizo “con plena conciencia de la naturaleza de 
la sustancia contenida en el balde y sabedor de su perjudicial efecto en la piel”; lo cual 
denota irrespeto, intolerancia y constituye una manifestación de violencia de género.” 
 
Sin embargo el ad quem, sostiene que la conducta que fue realizada por el agresor, se 
imputó y sustentó como un episodio de lesiones personales dolosas y no como un caso de 
violencia de género, como tampoco se contemplaron los hechos en primera instancia de que 
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JOSÉ EVER tuviese conocimiento sobre la sustancia que contenía el recipiente que le arrojó 
a Elizabeth Rúales, ni que esta sustancia causara quemaduras en la piel, así como tampoco el 
hecho de desplegar esta conducta por ser su superior una mujer, así que el allanamiento a 
cargos y la sentencia fueron encausados a simples lesiones personales dolosas motivo por el 
cual no se pueden avocar dichos argumentos para modificar la sentencia. 
 
“Es que, si para negar el subrogado llegase a acudirse al argumento del dolo 
específico destinado a quemar con una sustancia química a la víctima, se estaría actuando 
por fuera del debido proceso y del derecho a la defensa; y surgiría un motivo de nulidad, 
porque la aceptación de culpabilidad no abarcó un supuesto de esa connotación” 
“Debe precisarse que el artículo 68A del Código Penal (Ley 599 de 2000) modificado 
por la Ley 1709 de 2014, sí excluye de beneficios y subrogados el delito de “lesiones 
personales con deformidad causadas con ácido”. Empero, este punible no fue el que se 
imputó fáctico-jurídicamente a ROJAS ESPINOSA, ni fue el que él aceptó; toda vez que, 
como se dijo al principio, fue la Ley 1639 de 2013 (2 de julio), la que introdujo esa conducta 
como un tipo especial de lesiones personales, al adicionar el inciso tercero del artículo 113 
(deformidad) del Código Penal. Los hechos ocurrieron el 24 de enero de 2013, antes de que 
se expidiera al Ley 1639 de 2013, por lo cual no podía aplicarse retroactivamente, en lo 
desfavorable, en el caso que se examina.” 
De este modo es claro que se realizó una mala imputación de cargos por el ente 
acusador, desconociendo la implicación que tiene la violencia de género en los casos de 
ataques con ácido y sustancias corrosivas afectando la vida e integridad de las mujeres 
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quienes son las que lo padecen casi en su totalidad, del mismo modo es también cierto que la 
figura jurídica de ataques con ácido como agravante de las lesiones personales no era 
aplicable al presente caso por ser expedida luego de la ocurrencia de los hechos, acatando el 
el principio de favorabilidad. 
Un caso más de violencia contra la mujer que conmociona a un país, reflejado en un 
ataque con una sustancia capaz de ocasionar múltiples quemaduras, esta vez siendo víctima 
Elizabeth Ruales, madre de dos hijos, mujer trabajadora, la cual perdió la visión de su ojo 
izquierdo y quedó con deformidad en el lado izquierdo de su rostro.9 
Es Colombia uno de los países con índice más alto de ataques a mujeres con ácido o 
sustancias químicas que causen el mismo efecto, agresiones propiciadas en su mayoría por 
hombres que tienen o han tenido relación directa con sus víctimas, (bien sea de trabajo, 
amistad, afectivas u otras) y lo cual se  convierte en un crimen de genero cuando éstos 
victimarios despliegan la comisión   de la conducta por el hecho de ser mujeres, cuyos 
móviles pasionales, de venganza o cualquier otro que surja en relación al género de las 
víctimas.  
(…) según el informe de Medicina Legal 565 víctimas fueron atacadas con ácido, 
entre el 2004 y 2007 los ataques no sobrepasaron los 50 casos, a partir del 2008 se 
triplicaron las denuncias hasta llegar a un promedio de 160 ataques con ácido por año. 
La violencia de género, que parte del estatus de subordinación que tienen las mujeres 
en la sociedad, que nace de una sociedad patriarcal, que inflige daño físico, sexual o 
                                            
9 El espectador, abril de 2014  
  Bluradio abril de 2014 
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psicológico a sus mujeres o niñas en razón de su género, el peso de la definición de un 
crimen de genero está, antes que nada, en sus motivaciones, que se inscriben en una 
violencia estructural, el hecho de que la víctima sea mujer implica unas consecuencias, 
modus operandi, el ataque en sí mismo y la violencia con que se ejerce.10 (Resalto fuera de 
texto original) 
En el presente caso, como bien resaltó el A quo en la sentencia: 
 “En cuanto a la gravedad y la modalidad de la conducta, esta juzgadora considera 
que la misma no ostenta dicha calidad, pues de las circunstancias en las que se presentó la 
agresión, el Despacho infiere que el señor JOSÉ EBER ROJAS ESPINOSA no deseaba 
causar unas lesiones de tal naturaleza al a señora RUALES ORDÓÑEZ, ya que en la tensión 
de la discusión luego de haber sido despedido de la obra, exteriorizó su ira lanzándole algún 
objeto o sustancia que tenía a su alcance a la hoy víctima, así arrojó en primer lugar un 
balde con agua, con tan mala fortuna que el segundo recipiente no contenía también agua, 
sino un químico corrosivo, lo cual seguramente desconocía” 
 
Se puede observar que el delito cometido no fue premeditado ni surgió con ocasión 
al género de la víctima, si bien fue un acto machista e incurre en un delito por presentar 
agresiones físicas contra Elizabeth Ruales, el fin de la comisión de este ilícito no fue propiciar 
un ataque premeditado con la sustancia química  a la víctima, desconociéndose los factores 
que impulsaron al agresor a desplegar este ataque desproporcionado contra una mujer, 
                                            
10 COLOMBIA: el feminicidio y los ataques con ácido, OLGA LUCIA PÉREZ 
CASTRO, Especialización en Derechos Humanos - UPTC 
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convirtiéndola en otra participante de la larga lista que tiene el país de violencia manifestada 
en ataques con sustancias químicas, destrozando así una parte de su vida e infringiendo miedo 
en todo el género femenino que siente estos ataques como propios  y teme ser una próxima 
víctima de éstos vejámenes que no tienen justificación alguna.  
 
En ese orden de ideas no es posible afirmar que la actuación del señor ROJAS 
ESPINOSA se haya basado en la condición de mujer, quien fue su superior en el trabajo, toda 
vez que su reacción se debió al despido que fuere comunicado por la misma, comportamiento 
que excedió todos los límites legales, al ocasionarle lesiones al cuerpo y rostro de la mujer, 
empero, su actuar no justifica la violencia y el desmedro de la mujer por tener tal condición, 
sino que amerita las consecuencias derivadas de una mala práctica laboral. 
 
STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO 
 Víctima de violencia en su hogar, ultrajes, trato cruel y maltrato de obra, como 
muchas mujeres colombianas, por lo que se ve obligada a iniciar un proceso de divorcio 
(cesación de efectos civiles de matrimonio católico), el cual mediante sentencia del 15 de 
septiembre de 2016, al comprobarse la existencia de las causales alegadas, ordena la 
terminación de los efectos civiles y respectiva sociedad conyugal del matrimonio celebrado. 
Respecto a esto, el código civil colombiano establece en su artículo 411 numeral 4, 
que: 
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“ARTICULO 411. TITULARES DEL DERECHO DE ALIMENTOS. Se deben 
alimentos: 
4o) Modificado por el artículo 23, Ley 1a. de 1976, así: A cargo del cónyuge 
culpable, al cónyuge divorciado o separado de cuerpo sin su culpa.” 
Sin embargo, el fallador de primera instancia rechazó de plano esta posibilidad para 
la actora, basándose en que la misma no demuestra la necesidad de ser acreedora de dicha 
obligación alimentaria, imponiéndole además de los requisitos que exige la ley, la 
comprobación de una calidad que nada tiene que ver con la adquisición de los derechos que 
le corresponden, además de re victimizar a la actora pues no solo ha sido víctima de violencia 
de género y padecido humillaciones y maltrato por parte del cónyuge agresor, sino que se le 
niega una reparación al daño (vista en forma de pago de alimentos a cargo de éste), por el 
hecho de no estar en una situación deplorable o de dependencia del mismo, por tener una 
vida prospera y surgir como mujer, manifestando que no existe la “necesidad del alimentario” 
en este caso la víctima,  de este modo el libelo constitucional menciona que: 
 “(…) [E]l Tribunal no desconoció la culpabilidad del demandado, en cuanto a que 
las dos causales invocadas fueron demostradas, esto es, de una parte, el grave e injustificado 
incumplimiento de sus deberes de esposo y padre y, de otra, los ultrajes, el trato cruel y los 
maltratamientos de obra (sic). Empero, el derecho a la reparación invocado por la víctima 
y previsto en la ley, se resolvió con un giro mayormente discriminatorio: como trabaja y 
percibe ingresos, no tiene derecho a ser tratada como cónyuge inocente. Esto es, siguiendo 
la filosofía del Tribunal, sólo las mujeres que no trabajan o no perciben ingresos pueden ser 
consideradas víctimas de violencia doméstica y recibir reparación integral (…)”. 
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Es preciso recalcar, que además de las normas internas que protegen a las mujeres, y 
para el preciso caso de la correspondiente reparación que exige el código civil en cuanto a 
quienes han sido objeto de este tipo de maltratos, el mundo entero ha trabajado en 
mecanismos para erradicar esta violencia de género y brindar protección a las mujeres, un 
claro ejemplo es la Declaración Sobre la Eliminación de la Violencia Contra la Mujer 
adoptada por la Asamblea General de la ONU en 1993, que nos da luces, estableciendo: 
  
 “(…) Art. 4. Los Estados deben condenar la violencia contra la mujer y no invocar 
ninguna costumbre, tradición o consideración religiosa para eludir su obligación de 
procurar eliminarla. Los Estados deben aplicar por todos los medios apropiados y sin 
demora una política encaminada a eliminar la violencia contra la mujer. Con este fin, 
deberán:  
 
(…) d) Establecer, en la legislación nacional, sanciones penales, civiles, laborales y 
administrativas, para castigar y reparar los agravios infligidos a las mujeres que sean 
objeto de violencia; debe darse a éstas acceso a los mecanismos de la justicia y, con arreglo 
a lo dispuesto en la legislación nacional, a un resarcimiento justo y eficaz por el daño que 
hayan padecido; los Estados deben además informar a las mujeres de sus derechos a pedir 
reparación por medio de esos mecanismos (…)”. (resalto fuera de texto original) 
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Y en la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra La Mujer, igualmente es claro que los Estados deben encargarse de hacer efectivo el 
resarcimiento del daño que ha sido causado objeto de la violencia contra la mujer, como 
medio de compensación por las situaciones padecidas, además de evitar que estas sean 
cometidas nuevamente. 
 
Articulo. 7. Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la 
mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas 
orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente:  
 
(…) g) Establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para 
asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, 
reparación del daño u otros medios de compensación justos y eficaces (…)”. 
Siendo claro para el fallador de la tutela interpuesta, que el tribunal al emitir la 
sentencia que niega dicho reconocimiento, no se mantuvo dentro del contexto de la 
problemática planteada en razón a que los hechos ocurrieron con ocasión a los maltratos de 
los cuales fue víctima como muchas más mujeres en nuestro país, la señora STELLA 
CONTO DÍAZ, motivo por el cual otorga el pago establecido en el código civil como medida 
resarcitoria para conjurar el daño ocasionado. 
Vemos así que esta medida alegada se torna como una indemnización, una garantía 
de reparación a los vejámenes sufridos por parte de un cónyuge opresor que creía que la vida 
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de una mujer por el hecho de ser su compañera sentimental era de su propiedad, disponiendo 
de ella y generando maltratos de cualquier tipo, por lo cual no se puede negar esta forma de 
resarcir sus derechos basados en si la víctima es independiente económicamente del agresor 
o no, si su salario le alcanza para subsistir o si su estilo de vida se encuentra en condiciones 
de inferioridad para así ordenar que se otorgue protección reforzada y reparación de los daños 
ocasionados, minimizando el papel y la importancia de los derechos de las mujeres.  
Se puede concluir de esta manera que en el presente caso, el cual no es aislado a la 
realidad colombiana, hizo falta la aplicación de enfoque de género en el proceso adelantado, 
re-victimizando a la actora y separándola de toda la estructura que se ha tratado de consolidar 
a lo largo de los últimos años para la efectiva protección de la mujer y la disminución de la 
violencia de género, viéndose en la obligación de acudir a todas las instancias legales para 
que le fuese reconocido un derecho que ya está estipulado no sólo en el ordenamiento 
colombiano sino en las diferentes normas internacionales a las cuales este se encuentra sujeto.  
 
Conforme a lo argumentado anteriormente, es dable reafirmar que desde la relación 
de pareja, se vislumbró constantemente una interacción violenta y de subordinación, 
permitiendo al hombre la dominación sobre su cónyuge, empero no puede tratarse como un 
tema de discriminación o de violencia de género, por cuanto tal comportamiento por parte de 
su compañero no se basó en la condición de mujer que posee su compañera, por el contrario, 
tal como se ha demostrado a lo largo del tiempo, ese comportamiento se origina por los 
patrones establecidos en la sociedad, haciendo el comportamiento del hombre machista, 
cobijado y aprobado por las diversas instituciones sociales  
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